LEY Nº 10.295

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y :

RÉGIMEN DE DISPOSICIÓN FINAL DE BIENES MUEBLES REGISTRABLES SECUESTRADOS POR INFRACCIONES DE TRÁNSITO

ARTÍCULO 1º.- La presente ley será de aplicación a todo vehículo o motovehículo secuestrado que se deposite en dependencias de municipios o de la Provincia a causa de infracciones de tránsito y de transporte.

Quedan expresamente excluidos de la presente norma los bienes secuestrados por disposición del Poder Judicial.

ARTÍCULO 2º.- Será autoridad de aplicación del presente régimen el Poder Ejecutivo Provincial, Municipal o Comunal, según sea la autoridad que haya dispuesto el secuestro del bien.

En el caso de los municipios o comunas, para aplicar el presente régimen, deberán adherir al mismo mediante Ordenanza y, en su caso, adecuar la normativa local vigente.
ARTÍCULO 3º.- La autoridad de aplicación procederá a la venta en subasta pública de los bienes secuestrados a causa de infracciones de tránsito y transporte, en la forma, procedimientos y plazos establecidos en la presente ley.

ARTÍCULO 4º.- La autoridad de aplicación enajenará los bienes secuestrados mediante subasta pública, la que deberá llevarse a cabo si en el término de seis meses, contados desde la fecha del acta de secuestro, no se presentare a retirar el vehículo o motovehículo secuestrado el titular registral o la persona que fuera denunciada por éste como adquirente o terceros interesados, respetándose las formas, procedimiento y plazos previstos por la presente ley. Previamente, el organismo subastante requerirá al Registro de radicación que informe si el bien se encuentra o no registrado; en su caso, informe nombre y domicilio del titular registral, nombre y domicilio de los acreedores prendarios, juzgados embargantes e inhibientes del titular, de la compañía aseguradora que hubiese efectuado presentaciones ante el Registro o de quien hubiere formulado denuncia de venta. Asimismo, se requerirá a la Policía de Entre Ríos que informe si pesan sobre el bien medidas de seguridad.

ARTÍCULO 5º.- Cumplidos los recaudos precedentes, y en caso de no mediar impedimento alguno, la autoridad de aplicación queda facultada para proceder a la venta del bien depositado, en el estado en que se encuentre, mediante subasta pública.

En este supuesto, deberá publicar en el Boletín Oficial de la Provincia y en un diario local de circulación masiva, con diez (10) días de anticipación, el lugar, la hora y la fecha de la subasta, con breve detalle de los bienes y su valor base, previamente fijado por autoridad competente.

Además, por medio fehaciente y con el mismo plazo de antelación, notificará al titular registral o acreedores prendarios, juzgados embargantes e inhibientes del titular, a la compañía aseguradora que hubiese efectuado presentaciones ante el Registro o a quien hubiere formulado denuncia de venta, la fecha, hora y lugar de realización de la subasta.

ARTÍCULO 6º.- La subasta pública estará a cargo de un martillero matriculado en la jurisdicción que corresponda, sorteado de la lista respectiva y un escribano designado por la autoridad de aplicación, que labrará el acta.

Con el pago del saldo del precio del bien la autoridad de aplicación extenderá el Certificado de Subasta, a los fines de la inscripción del dominio del bien.

ARTÍCULO 7º.- Si el comprador no abonase el saldo del precio en el plazo establecido por la autoridad de aplicación, la venta quedará sin efecto con pérdida de la seña a favor de la autoridad subastante y de la comisión del martillero, abonadas en el acto de subasta.

En ese supuesto, la autoridad de aplicación podrá optar por realizar una nueva subasta o invitar a quien realizó la segunda mejor oferta a pagar el saldo del precio debido por el oferente principal.

ARTÍCULO 8º.- Una vez debitados los gastos derivados del traslado, depósito, mantenimiento y de la deuda certificada por la autoridad de aplicación, ésta depositará el saldo, si existiere, en una cuenta especial en un banco de su jurisdicción a disposición del titular registral, comunicándose, en su caso, a los Juzgados que hayan ordenado medidas cautelares sobre el bien subastado.

ARTÍCULO 9º.- En cualquier momento y hasta el inicio de la subasta del bien, su titular registral o quien éste hubiera denunciado como adquirente, podrá reclamar la devolución del bien depositado con la presentación de la documentación exigida por la normativa vigente, previo pago de los gastos derivados del traslado, depósito, mantenimiento y de la deuda certificada por la autoridad de aplicación al momento de su cancelación.

ARTÍCULO 10º.- La autoridad de aplicación que tenga depositados bienes secuestrados por un plazo superior a los seis meses, contados desde la promulgación de la presente ley, podrán proceder de inmediato a la subasta pública en el estado en que se encuentren, debiendo adecuar su proceder a lo establecido en la presente ley.

ARTÍCULO 11º.- En los casos de vehículos o sus partes que no posean chapa patente y numeración de chasis y motor que posibiliten su individualización y la identificación de su titular, podrán ser subastados como “chatarra” con finalidad de desguace.

ARTICULO 12.- A los fines de la aplicación de la presente ley, regirán supletoriamente las normas del Código Procesal Civil y Comercial de Entre Ríos que regulan el procedimiento ejecutivo.

ARTÍCULO 13°.- Comuníquese, etcétera.
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